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C. EL DERECHO DE AMPARO 

POR 

JUAN M. PELLERANO GÓMEZ 

1. Hoy conserva toda su fuerza la sentencia formulada por NOR-
BERTO BOBBIO en el año de 1964, de que «el problema grave de nuestro 
tiempo respecto de los derechos humanos no es el de fundamentarlos, 
sino el de protegerlos» \ por lo que es de importancia capital el distinguir 
cuáles son los medios procesales que garantizan el ejercicio efectivo de 
los derechos fundamentales de toda persona, al igual a como acontece 
de ordinario con la protección que se brinda cuando se cometen trans­
gresiones a las normas del Derecho privado, lo que adquiere matices dra­
máticos en países como la República Dominicana, que, dominada en el 
decurso de su historia por un estatismo presidencialista que tiene sus raí­
ces en el sistema colonial, no satisface aún las condiciones sociológicas, 
políticas y jurisdiccionales que hagan realidad la vigencia de esos dere­
chos. Sin embargo, es de interés determinar cuáles son los medios pro­
cesales que permiten a los dominicanos reclamar el respeto a sus dere­
chos fundamentales, para lo cual es necesario recurrir al auxilio del 
Derecho constitucional comparado a causa de las deficiencias del siste­
ma jurídico. 

En América Latina suele llamarse derecho, acción o recurso de am­
paro a los medios procesales destinados a garantizar judicialmente los 
derechos de la persona. A seguidas esbozaré, en el ámbito del Derecho 
dominicano (I), el derecho de amparo y la acción de amparo, para a se­
guidas (II) determinar las condiciones de admisibilidad de la acción de 
amparo y concluir (III) precisando los principios que la rigen. 

' Citado por SOMMERMANN, K. P., «La Filosofía, el Derecho y la Teoría de los 
Derechos Fundamentales en España», publicado en el volumen Pasado y Presente 
de los Derechos Humanos, Madrid 1990, p. 102. 
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I. EL DERECHO DE AMPARO Y LA ACCIÓN 
DE AMPARO 

2. El ubre acceso a la justicia. El amparo judicial. Los derechos y 
libertades que la Constitución reconoce a toda persona son declaraciones 
y reconocimientos sin la fuerza que permita sostenerlos. 

La instauración del Poder Judicial en parte de la organización del 
Estado, con la misión específica de dirimir los conflictos que surjan en el 
seno de la sociedad, sean quienes sean sus partes o actores, presupone 
para toda persona el libre acceso a los tribunales de justicia para la solu­
ción de cualquier transgresión a los derechos de que es titular, lo que es 
tanto un medio para dar fuerza a los derechos y garantías que le recono­
ce la Constitución como una vía destinada a garantizar su seguridad, tan­
to en lo que se refiere a su integridad física y a la de sus bienes como en 
lo que respecta a su libertad. 

Cuando el artículo 8 de la Constitución proclama que el fin princi­
pal del Estado es la protección efectiva de los derechos de la persona, es 
evidente que la pone a cargo del Poder Judicial al que instituye en guar­
dián de todos los derechos y garantías de que es titular, por lo que la ju­
risprudencia ha podido afirmar que «la Suprema Corte de Justicia debe 
desempeñar siempre y a cabalidad su papel de guardiana de la Constitu­
ción de la República y del respeto a los derechos individuales y sociales 
consagrados en ella»^ 

El derecho de libre acceso a la justicia también se fundamenta en 
el principio de igualdad que consagra el artículo 100 de la Constitución e 
implica una igualdad de trato por el juez en la aplicación de las mismas 
leyes. Ese libre acceso a la justicia tiene un ámbito general y versa sobre 
todos los derechos de que es titular la persona, cual que fuera su natura­
leza, ya se trate de los llamados fundamentales o de simples prerrogati­
vas de índole patrimonial o extrapatrimonial, del cual existe consagra­
ción expresa en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, que es norma de derecho interno dominicano, de la manera 
siguiente: 

«14.1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 
justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las 
debidas garantías por un tribunal competente, independiente e impar-

Sentencia de 5 de octubre de 1990. 
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clal, establecido por la ley, en la sustanciaclón de cualquier acusación de 
carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus de­
rechos y obligaciones de carácter civil.» 

Cuando el derecho de libre acceso a la justicia versa sobre la pro­
tección de los derechos fundamentales es, en puridad, la puesta en obra 
de un derecho de amparo ante la autoridad judicial para la solución de to­
das las violaciones a los derechos humanos de que ha sido víctima, las 
cuales pueden provenir tanto de funcionarios o agentes de la autoridad 
pública como de simples particulares. 

Ese derecho de amparo permite tener acceso a los tribunales del 
orden judicial y a los del orden administrativo mediante los procedi­
mientos que tienden a asegurar, de manera general, el respeto a la regla 
de derecho^ es el amparo judicial. 

3. Fundamento constitucional del derecho de amparo. El ampa­
ro constitucional. La Reforma proclamada el 26 de noviembre de 1966 
es el texto de la Constitución de los dominicanos. En él no se hace men­
ción ni referencia alguna al derecho de amparo ni a la acción de amparo, 
no obstante a que dedica toda una sección a enunciar «Los Derechos In­
dividuales y Sociales». 

Tiene particular interés su artículo 10, que expresa: 

«La enumeración contenida en los artículos 8 (de los Derechos Indivi­
duales y Sociales) y 9 (De los Deberes) no es limitativa, y por consi­
guiente no excluye otros derechos y deberes de igual naturaleza.» 

El que el párrafo capital del artículo 8 de la Constitución exprese 
«se reconoce como finalidad principal del Estado la protección efectiva 
de los derechos de la persona humana y el mantenimiento de los medios 
que le permitan perfeccionarse progresivamente dentro de un orden de 
libertad individual y de justicia social compatible con el orden público y 
los derechos de todos», y que la enumeración que subsigue sea la de los 
llamados derechos fundamentales, obliga a admitir, independientemen­
te de cualquier otra consideración, que los «otros derechos» a que se re­
fiere ese artículo 10, son los que comúnmente se denominan derechos 

^ I. PELLERANO GÓMEZ, J . M., «La Constitución y el Hombre», Listín Diario, 11 
de febrero, 25 febrero y 25 marzo de 1987. 
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humanos, los cuales constituyen el derecho natural de la persona y de la 
sociedad y que son la resultante de los fines que les corresponde alcan­
zar, por lo que esos otros derechos de la persona están implícitamente 
enumerados, con el mismo carácter de derechos fundamentales, al igual 
que las garantías procesales que hacen efectiva su existencia y ejercicio. 

Cuando se trata de enumerar cuáles son esos «otros derechos», es 
necesario acudir, entre otros medios, a las enunciaciones contenidas en 
las convenciones internacionales de que es signataria la República y que 
son normas de derecho interno por haber sido adoptadas por los pode­
res públicos. 

Ellas son la Declaración Universal de los Derechos del Hombre for­
mulada por la Asamblea de la Organización de las Naciones Unidas del 
10 de diciembre de 1948, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po­
líticos del 16 de diciembre de 1966, aprobado por Resolución del Con­
greso Nacional, del 8 de noviembre de 1977, y la Convención Americana 
de los Derechos Humanos del 22 de noviembre de 1969, aprobada por 
Resolución del 25 de diciembre de 1977. Esas convenciones crean pará­
metros que permiten precisar el ámbito de los derechos que la Constitu­
ción enumera y a la vez sirven para dar el calificativo de derecho huma­
no o derecho fundamental a «otros» que ella omite lo mismo que a las 
garantías procesales de esos derechos que ella no consagra. 

Aparte de la enunciación general del derecho de libre acceso a la 
justicia, contenida en el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, antes transcrito, merece particular atención el texto 
del artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, que 
dice así: 

«25.1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competen­
tes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, aun cuando tal violación sea cometida 
por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.» 

Ese texto consagra el derecho a un recurso «sencillo y rápido», dis­
t into del derecho de libre acceso a la justicia, que fue tratado bajo el nú­
mero anterior, que la ampare contra actos que lesionen sus derechos fun­
damentales, se trata de un medio singularmente reforzado, con la misión 
específica ya indicada, que ampara a la persona contra los actos que vio­
len los derechos individuafes reconocidos por la Constitución. Ese dere­
cho que especifica la Convención Americana puede individualizarse co­
mo amparo constitucional. 
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4. El amparo como derecho a un medio judicial de protección. En 
derecho comparado los sistemas de protección jurisdiccional de los de­
rechos inherentes a la persona humana y los medios procesales que los 
garantizan, suelen agruparse bajo una de estas dos soluciones. En uno, 
comúnmente llamado difuso, los tribunales ordinarios, incidenter tan-
tum, estatuyen sobre el acto ilegítimo en el curso del proceso de que se 
encuentre apoderado. En el otro, que suele calificarse sistema concentra­
do, la transgresión es sometida a un organismo constitucionalmente ins­
tituido, dotado de atribuciones jurisdiccionales, al que se le atribuye com­
petencia para decidir sobre la nulidad del acto ilegítimo mediante una 
decisión que es oponible erga omnes. 

La vigencia de uno u otro sistema se fundamenta en hechos histó­
ricos y en concepciones políticas distintas que dan lugar a su implanta­
ción, tanto en lo que se refiere a la técnica jurídica que lo organiza como 
a los presupuestos ideológicos en que se fundamenta. 

En países regidos por el sistema difuso de protección, como es la 
República Dominicana, ha sido frecuente la claudicación de la jurisdic­
ción ordinaria a los regímenes políticos caracterizados por ser sistemáti­
cos violadores de los derechos y de las libertades públicas, así como tam­
bién, a ceder a las presiones y a otros medios de corrupción de parte de 
estructuras segmentarias de poder. 

5. La persona beneficiaría de los derechos y garantías fun­
damentales que la Constitución reconoce por estar enumerados en 
su texto o, que sin estarlo, son de igual naturaleza, carece por sí sola de 
la fuerza necesaria que le permita sostenerlos. Para conjurar esa debili­
dad congénita, se reconoce a toda persona el libre acceso a la justicia 
para su protección contra las violaciones a sus derechos fundamenta­
les, es lo que se denomina el derecho de amparo judic ial , que, en el 
sistema difuso de protección que nos rige, implica el recurso a cual­
quiera de las vías de procedimiento que pueden ser ejercidas, confor­
me a la ley, por ante las jurisdicciones ordinarias. En reconocimiento de 
la necesidad de su protección, el artículo 25.1 de la Convención Ameri­
cana de Derechos Humanos consagra el derecho a otro medio procesal 
específico de protección, el amparo constitucional. Por la dualidad de 
las fuentes que le dan nacimiento, el derecho de amparo no se identifi­
ca a una acción específica ni a ningún recurso determinado, por lo que 
no es ninguna vía procesal ni un medio judicial concreto, y puede con-

Supra, n.^ 2. 
Supra, n.° 3. 
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figurarse tanto por el ejercicio de uno cualquiera de los procedimientos 
por los que comúnmente se apoderan las jurisdicciones judiciales o ad­
ministrativas, o por su puesta en obra mediante un recurso o una ac­
ción autónoma susceptible de ser introducida bajo las características de 
sencillez y rapidez que perfila el citado artículo 25.1 de la Convención 
Americana. 

En síntesis, el derecho de amparo como medio procesal para la 
protección de los derechos fundamentales frente a lesiones causadas 
por los representantes o agentes de los poderes públicos o por particu­
lares es, en síntesis, el derecho de que disfruta cualquier individuo pa­
ra reclamar la intervención efectiva de los tribunales del orden judicial 
o del orden administrativo a fin de ser amparados en el disfrute y ejer­
cicio de los derechos y garantías que le son reconocidos constitucio-
nalmente por cualquiera de las vías ordinarias de procedimiento, que es 
el amparo judicial, o por medio del recurso sencillo y rápido previsto en 
el artículo 25.1 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, 
que es el amparo constitucional. En ambas hipótesis se desdobla en el 
deber de los tribunales apoderados de otorgar la protección que le es 
reclamada. 

6. Es útil observar que en derecho mexicano el «juicio de am­
paro» abarca cinco acciones o recursos judiciales netamente diferen­
ciados en el Derecho dominicano. Se distinguen, primero, el «amparo 
de la libertad», es el recurso de hábeas corpus; segundo, el «amparo 
contra la ley», que tiende a la declaratoria de la inconstitucionalidad de 
una ley, ya sea por la vía popular, que no tenemos, como por vía inci­
dental en el curso de un proceso en que se aplique la ley cuestionada; 
tercero, el «amparo de casación», que corresponde a nuestro recurso 
en casación; cuarto, el «amparo administrativo», que corresponde a los 
recursos en nulidad de los actos administrativos que se ventilan ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa, y quinto, el «amparo agrario», 
que no tiene símil en Derecho dominicano. 

Al no existir regla constitucional alguna o de la ley que especifi­
que que el derecho de amparo sólo sea practicable como una acción es­
pecífica, o como un recurso único o sólo bajo una acción autónoma 
desvinculada de las demás acciones y recursos previstos en las leyes 
que constituyen los medios ordinarios del ejercicio del derecho de de­
fensa, es valedero afirmar, por la ausencia de tales limitaciones, que en 
el pleno ejercicio del derecho de amparo coexisten la facultad de recu­
rrir a las vías ordinarias ante los tribunales del orden judicial y del or-
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den administrativo (amparo judicial), y una acción de amparo, autóno­
ma (amparo constitucional), cuya fundamentación será precisada más 
adelanten 

Así, es concebible el ejercicio del derecho de amparo judicial, me­
diante la introducción de una acción o recurso ante un juez por el que se 
demanda la cesación o revocación de los hechos que lesionan o amena­
zan lesionar un derecho fundamental del demandante; mediante el ejer­
cicio del recurso de hábeas corpus de acuerdo a la ley que lo reglamen­
ta; por una demanda en nulidad de un acto administrativo ilegal, o en 
cesación de una vía de hecho ante la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa, o simplemente por vía de excepción en el curso de un proceso de 
cualquier naturaleza. También es posible el ejercicio de la acción a que da 
lugar el derecho de amparo constitucional a que me refiero a seguidas. 

7. La acción constitucional de amparo. Los medios procesales 
ordinarios del amparo judicial que acaban de ser glosados podrían, en 
determinados casos, no ofrecer las garantías de celeridad para ser califi­
cados como suficientes, por lo que se plantea en derecho si es concebi­
ble la existencia de una acción de amparo independiente de esas vías or­
dinarias. 

La doctrina, en un esfuerzo por hacer más efectivas las garantías 
procesales a los derechos fundamentales de la persona, sostuvo que el 
procedimiento de hábeas corpus es la vía común para la defensa de tales 
derechos', con lo que se le daba las características de un derecho de am­
paro específicamente instituido. Diferido ese criterio en una contención 
judicial, fue rechazado por los tribunales. En efecto, la Suprema Corte de 
Justicia expresó: «En el estado actual de nuestro Derecho, los casos de 
prisión arbitraria o ilegal por obra de autoridades nacionales o de perso­
nas que usurpen autoridad, son los únicos que pueden dar lugar, válida­
mente, a un recurso por vía principal a los tribunales mediante el proce­
so de hábeas corpus;... en cuanto esos medios tratan de hacer reconocer 
a la institución de hábeas corpus un alcance que excede de su objeto es­
pecífico y determinado, y de extenderla a la protección de la libertad de 
tránsito y de otros derechos humanos cuya protección, por los tribunales, 
no es tan directa como el caso de la seguridad individual, y requiere otros 
cauces que, eventualmente, puedan llevar a la necesidad de una inter­
pretación judicial, pero nunca por vía principal» ̂  

Infra, n.^ 7. 
DEL CASTILLO, PELLERANO y HERRERA, Derecho Procesal Penal, t. 2, p. 177. 

Suprema Corte de Justicia, 17 de agosto de 1973, B. J. 753, p. 2.390. 
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En la Argentina, en un estado del derecho igual al de República Do­
minicana, esto es, estando vigente una ley de babeas corpus y sin regla­
mentación alguna que regulara o siquiera reconociera el derecho de am­
paro, la jurisprudencia de su más Alto Tribunal, al igual que la Suprema 
Corte dominicana, sentó el criterio de que el recurso de babeas corpus 
«tiene por objeto esencial la libertad personal o corporal, por lo que no 
podría hacerse extensivo a la protección de otros derechos, los cuales de­
ben ejercitarse conforme a los procedimientos creados por las leyes de la 
materia» ^ 

Apoderados los tribunales argentinos bajo las formas del recurso 
de babeas corpus de una acción tendente a la protección de otros dere­
chos de la persona, la Corte Suprema de la Nación reconoció, mediante 
su sentencia 20.344'°, que en el caso juzgado no se trataba de un recurso 
de babeas corpus, sino de un recurso directo de solicitud de amparo, que 
es el que corresponde para los otros derechos distintos a la seguridad in­
dividual. Los fundamentos de esa decisión son resumidos por CARLOS A. 
TAGLE" en los términos siguientes: 

«Empieza la Corte desechando la alegación de que se haya utilizado la 
vía del recurso de hábeas corpus, afirmando además que no es éste el 
único medio expeditivo y adecuado para proteger los demás derechos 
de la persona. Fuera del hábeas corpus que se deriva implícitamente de 
la cláusula del art. 18, Const. Nac, "nadie puede ser arrestado sino en 
virtud de orden escrita de autoridad competente", y que ha sido regla­
mentado por leyes conocidas y por los códigos procesales, están los re­
cursos directos de solicitud de amparo de los demás derechos (trabajar, 
publicar ideas por la prensa, disponer de la propiedad, ejercer su indus­
tria, asociarse, etc.) Y ellos, dice la mayoría, extráense de la "sabia nor­
ma del art. 33 de la Constitución", como lo hizo en el caso Siri y lo hace 
en el actual.» 

«La invocación del art. 33 no puede ser más pertinente; si la libertad cor­
poral de las personas ha de salvaguardarse prontamente, conforme a su 
garantía emanada de la cláusula pretranscrita del art. 18, no puede ar-
güirse que los demás derechos carezcan de garantías, ya que, si no la 
tienen expresa, la tienen implícita del art. 33, según el cual "las notas, 
declaraciones, derechos y garantías que enumera la Constitución no se­
rán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enu­
merados, pero que nacen del principio de la Soberanía del Pueblo y de 
la forma republicana de gobierno".» 

' Corte Suprema de la Nación Argentina, fallos 216 y 1.606, Jurispruden­
cia Argentina, 1950-111, p. 486, entre otras. 

'" Jurisprudencia Argentina, 1958-IV, p. 216 
" Opus y loe. cit. 
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La solución dada por la Corte Suprema de Argentina es totalmen­
te valedera en la República Dominicana. En efecto, la doctrina de ambas 
Cortes concuerda. Ellas han sentado que la ley de hábeas corpus sólo se 
refiere a los casos en que se vulnere la seguridad personal mediante 
arrestos o detenciones ilegales por funcionarios o agentes de la autori­
dad pública o particulares. 

Mientras que la argentina reconoce que la protección de los otros 
derechos fundamentales tiene lugar por un recurso admitido por los jue­
ces del fondo y que ella calificó de amparo, la dominicana no resuelve 
cuáles son las vías propias que garantizan esos derechos, ella expresa 
que se «requieren otros cauces», lo que vale decir otros medios procesa­
les distintos al hábeas corpus pero en modo alguno descarta el recurso 
de amparo admitido por los argentinos. Es necesario que se produzca un 
nuevo planteamiento ante los tribunales de una contención sobre un de­
recho fundamental distinto a la seguridad individual bajo la forma del 
ejercicio del derecho de amparo, a fin de que la jurisprudencia dominica­
na pueda decidir ese aspecto no juzgado. 

Se debe observar que la decisión de la Suprema Corte de Justicia 
es del 17 de agosto de 1973 y que el derecho de amparo constitucional 
vino a ser reconocido posteriormente, cuando el 25 de noviembre de 
1977, el Congreso Nacional aprobó la Convención Americana de Dere­
chos Humanos, que prevé su existencia en su artículo 25.1. 

En lo expresado se evidencia que en la dominicana el derecho de 
amparo tiene un doble fundamento: a) ser un medio de protección de los 
derechos de la persona distintos a su seguridad personal, y b) es una re­
sultante del derecho de libre acceso a la justicia contra actos que violen 
sus derechos fundamentales, que es el amparo judicial y además está ex­
presamente consagrado en la citada convención, que es norma de dere­
cho interno dominicano con rango constitucional, al que llamo amparo 
constitucional. 

8. El objeto del amparo. El derecho de amparo tiene por objeto 
asegurar a todo individuo el goce y el ejercicio de los derechos y ga­
rantías constitucionales, lo que vale decir, de los que enumera la Cons­
titución al igual que los no reproducidos en la última reforma pero que 
figuran en anteriores, de los que se enumeran en las convenciones inter­
nacionales y de los que en ellas se les da mayor amplitud a los que la 

" El artículo 10 de la Constitución dominicana es el equivalente al 33 de 
la argentina. 
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Constitución especifica, e igualmente, tiene por objeto asegurar el ejerci­
cio de los derechos y garantías contenidos en las leyes que regulan cual­
quiera de los derechos fundamentales. 

Para la eficacia de ese goce y ejercicio es indispensable que el juez 
que habrá de estatuir sobre el amparo pueda disponer de las medidas 
cautelares necesarias para la suspensión inmediata de la violación co­
metida, al igual que disponer sobre el fondo de la cuestión planteada, de 
manera que resuelva definitivamente sobre la transgresión o la ilegiti­
midad de la perturbación al derecho o garantía constitucionalmente ins­
tituido. 

9. Consecuencias del amparo como derecho fundamental. De 
los textos citados precedentemente y de cuanto ha sido expuesto resulta 
que del derecho de amparo en sus formas judicial y constitucional se de­
rivan las consecuencias siguientes: 

a) Se trata de un derecho fundamental de la persona ", no de una 
acción o recurso particular que se ventila ante un tribunal de­
terminado. Rige en todos los mecanismos procesales estable­
cidos en la ley que en cualquier forma permitan alcanzar su 
objetivo. 

b) El ejercicio del derecho de amparo impone al tribunal apode­
rado la obligación de amparar al demandante contra los actos 
constitutivos de las violaciones a los derechos y garantías en 
que se basa el apoderamiento, ya sea cuando su materializa­
ción se hace a través de acciones o recursos establecidos en la 
ley (amparo judicial), al igual que cuando es apoderado por la 
acción autónoma de amparo (amparo constitucional), que es 
interpuesta mediante un recurso sencillo y rápido o judicial­
mente efectivo tendente a obtener el amparo de los derechos 
fundamentales y a la vez a restablecer de inmediato la situa­
ción jurídica violada. 

c) Dicho en otras palabras, el derecho de amparo (judicial) puede 
ser ejercido mediante las acciones, recursos y excepciones es­
tablecidos en la ley, tales como: por el planteamiento de un 
medio de defensa, o por la excepción de inconstitucionalidad 
en el curso de un proceso en el que se plantea la lesión a un 
derecho fundamental, o mediante una acción principal ante un 

" Es lo consagrado por el artículo 49 de la Constitución de Venezuela. 
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juez tendente a anular un acto ilícito que provenga de un fun­
cionario o agente de los poderes públicos, ya sea por un re­
curso por exceso de poder o a consecuencia de su apodera-
miento por vía principal de una excepción de ilegalidad del 
acto en cuestión o contra la ejecución de ese acto, o bien por 
una demanda contra el autor de un daño por la que se preten­
da hacer cesar una vía de hecho. También el derecho de am­
paro puede ser ejercido por medio de la acción autónoma (am­
paro constitucional) cuyo fundamento ha sido indicado 
precedentemente ". 

d) El derecho de amparo protege el goce y el ejercicio de los de­
rechos fundamentales reconocidos por la Constitución, así co­
mo los demás derechos y garantías constitucionales, inclu­
yendo los consagrados por las leyes reglamentarias de esos 
derechos y garantías, por lo que puede ser ejercido para hacer 
cesar las perturbaciones a los derechos individuales enumera­
dos por la Constitución o reconocidos como tales en virtud del 
artículo 10, lo mismo que cuando existen lesiones a los dere­
chos sociales, económicos y políticos de la persona. 

La posibilidad de su ejercicio corresponde a todos, sin distin­
go alguno, comprendiéndose a las personas físicas y a las per­
sonas morales. 

e) Una vez que el derecho de amparo tiende a proteger el goce y 
el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales contra 
cualquier turbación, es indiferente quien la haya causado, ya 
sea cualquier autoridad pública o particular. En los casos de 
turbaciones causadas por funcionarios o agentes de los po­
deres públicos, el derecho de amparo procede contra los ac­
tos legislativos, los actos administrativos, los actos calificados 
vías de hecho de la administración y contra los actos judicia­
les mediante el ejercicio de los recursos y acciones previstos 
en la ley (excepción de inconstitucionalidad, vías de recurso, 
recurso contencioso-administrativo de anulación), siempre y 
cuando sean susceptibles de restablecer la situación jurídica 
violada. 

f) Como el derecho de amparo busca asegurar el goce y ejercicio 
de todos los derechos fundamentales y las garantías de éstos, 
su ejercicio es admisible tanto cuando exista una violación d¡-

Supra, n.s 7. 
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recta de lo previsto en un texto constitucional o a uno de los 
principios que ella consagra, como a los otros derechos que se 
cobijan bajo las previsiones de su artículo 10, al igual que las 
normas legales que han sido dictadas por mandato de la pro­
pia Constitución, por ejemplo, las previsiones de la Ley nú­
mero 5.353 del año 1914 y sus modificaciones, sobre hábeas 
Corpus. 

g) La sentencia que dicte el juez apoderado sobre el ejercicio del 
derecho de amparo debe disponer cuanto se refiera a la pro­
cedencia de medidas cautelares o preventivas, al igual que re­
solver lo concerniente al fondo de la contestación, estatuyen­
do sobre la legalidad o no de la turbación denunciada o de la 
garantía constitucional violada. 

LA ADMISIBILIDAD DE LA ACCIÓN AUTÓNOMA 
DE AMPARO 

10. De acuerdo a lo expresado, el reconocimiento del derecho de 
amparo como la aptitud para ejercer un recurso sencillo y rápido ante los 
jueces y tribunales competentes que le ampare contra actos que violen 
sus derechos fundamentales, le da la categoría de derecho humano, tan­
to por ser una consecuencia del derecho más amplio de reclamar la pro­
tección de jueces y tribunales ante cualquier transgresión a sus derechos, 
como por serle reconocida esa calificación en el artículo 25.1 de la Con­
vención Americana de Derechos Humanos, elevado a rango constitucio­
nal por el artículo 10 de la Constitución. Esa naturaleza obliga a recono­
cer que su ejercicio siempre debe ser efectivo, ya sea que se haga por las 
vías ordinarias de procedimiento (amparo judicial), o a través de la acción 
autónoma (amparo constitucional), que permita hacer efectivo el derecho 
en los casos en que resulten insuficientes o no fuere posible recurrir a él. 

Sin embargo, la coexistencia de las diversas vías de los procedi­
mientos ordinarios (amparo judicial) y la acción autónoma (amparo cons­
titucional) abre la posibilidad a que el ejercicio concurrente de ambas va­
riantes del derecho de amparo, provoque el desquiciamiento o el caos 
del sistema jurídico procesal, por lo que se debe reconocer la necesidad 
de que se agoten las vías ordinarias que pueden ser ejercidas por el am­
paro judicial antes de que se recurra a la acción autónoma del amparo 
constitucional, a menos que el recurso a ellas viniera a ser tan tardío que 
hiciera ineficaz el fin perseguido. Éste es el sistema de interpretación ve-
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nezolano, en un Estado del derecho similar al dominicano, en el que la 
Constitución reconoce el derecho de amparo sin que exista legislación 
adjetiva que reglamente el ejercicio de la acción correspondiente. En 
efecto, conforme al criterio emitido por su más alto tribunal: la Corte Su­
prema de Venezuela, en una sentencia del 20 de octubre de 1983, se afir­
ma que «el Tribunal no puede entrar a decidir las acciones de amparo si 
existe un recurso o acción judicial paralelo e idóneo como medio de am­
paro, como en materia de actos administrativos son los recursos conten-
cioso-administrativos de anulación» '^ sistema de interpretación que ya 
había sido ratificado por la Corte Primera de lo Contencioso Administra­
tivo venezolana en sentencia del 25 de enero de 1984, en la que, al refe­
rirse al recurso de amparo expresa que «esta acción es un medio extra­
ordinario (sic) de protección que sólo puede ser utilizado cuando no 
existan vías a través de las cuales puedan obtener el restablecimiento de 
los derechos subjetivos» '^ 

11. El amparo frente a las actuaciones de los particulares. Sien­
do el derecho de amparo la vocación al ejercicio de múltiples acciones y 
recursos tendentes a proteger un derecho constitucionalmente garantiza­
do, es necesario reconocer que el mismo protege las lesiones o menos­
cabos a los derechos y garantías constitucionales causadas por los fun­
cionarios o agentes de la autoridad pública al igual que las 
transgresiones cometidas por particulares. Ésta es la solución que da la 
ley número 5.353 al recurso de hábeas corpus, que es una variedad del 
derecho de amparo. 

LOS PRINCIPIOS QUE RIGEN LA ACCIÓN 
AUTÓNOMA DE AMPARO 

12. Como resultado de los textos y principios invocados, la ac­
ción autónoma de amparo (amparo constitucional) puede ser ejercida an­
te todos los tribunales, de conformidad con las normas propias de su 
competencia, como un remedio procesal efectivo para proteger y asegu­
rar todos y cada uno de los derechos inherentes a la persona humana y 
las garantías que reconoce la Constitución o son la consecuencia de tales 
derechos, frente a cualquier turbación causadas por actuaciones de la au­
toridad pública o de simples particulares, mediante el agotamiento de un 

Citada por BREWER CARIAS, A., Estado de Derecho y Control Judicial, p. 616. 
Citada por BREWER CARÍAS, A., op. cit, p. 617. 
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procedimiento sencillo y rápido que culmine con una decisión del juez 
apoderado que restablezca la situación jurídica vulnerada. 

13. La ausencia de una ley que regule el derecho de amparo no 
impide el ejercicio de la acción autónoma. Cuando la Suprema Corte de 
Justicia expresó en su sentencia del 17 de agosto de 1973, precitada, que 
«en cuanto esos medios tratan de hacer reconocer a la institución de ba­
beas Corpus un alcance que excede de su objeto específico y determina­
do, y de extenderla a la protección de la libertad de tránsito y de otros de­
rechos humanos cuya protección... requiere otros cauces...»", negó la 
posibilidad de que la institución de hábeas corpus sea extendida a la sal­
vaguarda de otros derechos humanos y a la vez reconoció que la protec­
ción de esos otros derechos «requiere otros cauces», lo que implica una 
referencia expresa a otras acciones y recursos que no fueron identifica­
dos en la sentencia. 

El artículo 25.1 de la Convención Americana de Derechos Huma­
nos, adoptada por los poderes públicos con posterioridad a esa senten­
cia del más alto tribunal, no consagra una acción única de amparo, una 
vez que permite reclamar la vigencia de ese derecho a través de un re­
curso sencillo y rápido, que es la acción autónoma a que me refiero, o 
mediante cualquier otro procedimiento «efectivo», el cual únicamente 
puede ser alguno de los medios procesales ordinarios, si mediante él se 
puede alcanzar la efectividad que se requiere en ese texto. 

El hecho de que no exista una ley que reglamente la forma de pro­
ceder en el ejercicio de la acción autónoma de amparo no menoscaba el 
ejercicio de ese derecho, puesto que de no ser así sería ilusorio su reco­
nocimiento como derecho humano, con lo que se decapitaría totalmente 
la norma establecida por el artículo 10 de la Constitución y a la vez se 
convertirían esos derechos y sus garantías en «meras declaraciones re­
tóricas sin contenido real» '^ La doctrina de la sentencia de la Corte Su­
prema de Argentina antes mencionada confirma esta solución. 

14. La competencia para conocer de la acción de amparo. De lo 
dispuesto por la Suprema Corte de Justicia en su sentencia del día 17 de 
agosto de 1973, antes citada, resulta que el procedimiento de hábeas 
Corpus es privativo para las violaciones a la seguridad personal conforme 
a la ley número 5.353, del año 1914, y sus modificaciones, y a la vez ina-

" B. J. 753, P. 2390. 
'° Sentencia de la Suprema Corte de Justicia de Venezuela en Sala Políti­

ca Administrativa del 20 de octubre de 1983, citado por BREWER CARÍS, A., op. cit, 
p. 624. 
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plicable a las otras acciones relativas a la protección de los demás dere­
chos y garantías constitucionales. Es razonable que sea así, puesto que la 
aplicación de las normas de procedimiento y de competencia previstos 
en esa ley a asuntos de naturaleza distinta a los casos penales podría pro­
vocar gran confusión en la distribución de las competencias judiciales. 

Como el derecho de amparo puede ser ejercido conforme a las 
normas de los distintos procedimientos ordinarios con los que sea posi­
ble alcanzar el objeto perseguido (amparo judicial), los tribunales, pena­
les, civiles, comerciales o laborales, y los del orden administrativo, deben 
reconocer su aptitud para entender de los «recursos de amparo de acuer­
do con la afinidad que con su competencia natural tengan los derechos 
que se pretendan vulnerados», usando aquí el criterio que al respecto 
mantiene la Corte Suprema de Justicia de Venezuela en sentencia dicta­
da en Sala Político-Administrativa el 20 de octubre de 1983'^ Esa Corte 
ha admitido que el amparo podría resultar de la nulidad manifiesta de un 
acto administrativo, para reconocer la competencia de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa, así como establecer que una acción de amparo 
podría resultar de actos violatorios del derecho de trabajo cometidos por 
empresas, para deducir que por la afinidad de la competencia debe ser 
introducida ante la jurisdicción laborad". 

15. Carácter subsidiario del amparo constitucional. El carácter 
subsidiario de la acción autónoma de amparo resulta de la fórmula del ar­
tículo 25.1 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, que 
la consagra, una vez que reconoce el ejercicio del derecho de amparo me­
diante «un recurso sencillo y rápido», o mediante «cualquier otro recur­
so efectivo». Esas expresiones de la Convención Internacional admiten la 
posibilidad de que el amparo pueda ser accionado por una acción autó­
noma, que es la primera de sus hipótesis, que he llamado amparo consr 
titucional, o por cualquier otro recurso efectivo, que es la segunda, y son 
los medios procesales ordinarios por los que pueda alcanzarse esa efec­
tividad en la solución de la violación cometida (amparo judicial). 

Aun cuando pudiera sostenerse que ese texto abre la posibilidad al 
ejercicio conjunto de las acciones, la conveniencia de mantener solucio­
nes armónicas con la organización judicial y con la administrativa acon­
sejan a reconocer una acción de amparo principal a través de los proce­
dimientos ordinarios (amparo judicial) y otra acción de amparo 
subsidiaria (amparo constitucional), ésta última mediante el empleo ante 

Citada por BREWER Carias, A., op. cit., p. 627. 
Citada por BREWER Carias, A., op. y loe. cit. 
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cualquier juez o tribunal competente de un procedimiento sencillo y rá­
pido, que sólo podría ser puesto en obra cuando no exista otra vía judi­
cial o administrativa que satisfaga su objetivo, o, dicho en otras palabras, 
y aquí invoco la autoridad de la Corte Primera de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de Venezuela, en sentencia dictada el 20 de enero de 1986, 
en la que expresa: «El carácter excepcional y residual del amparo como 
acción judicial especial sólo se atenúa en los casos en los cuales existe 
la imposibilidad de obtener la satisfacción del derecho lesionado por las 
vías normales que el orden jurídico establece... que si bien el amparo tie­
ne naturaleza extraordinaria, sin embargo, ante la circunstancia específi­
ca que obliga a la protección inmediata del derecho lesionado cuyo daño 
se transformaría en irreparable si no se le otorgase en la forma la tutela 
se admite su procedencia» ", precisando esa Corte su doctrina en esa 
misma sentencia, «que por el fin que persigue la Constitución... de la in­
mediata protección de las garantías constitucionales, y en concreto de lo­
grar el restablecimiento oportuno de las situaciones jurídicas infringidas, 
cuando los medios ordinarios que existen en contra de los actos incons­
titucionales o ilegales, sean insuficientes para reparar el perjuicio, o no 
idóneos para evitar el daño o la lesión causada, por tales actos, la acción 
autónoma de amparo, entonces resulta procedente. Y si a esta inidonei-
dad o insuficiencia se agrega la incertidumbre en que se coloca ai intere­
sado respecto al ejercicio de un derecho, por la no operatividad inmedia­
ta del recurso ordinario o normal contra el acto ilegal, está plenamente 
justificado el amparo como pretensión procesal autónoma, que busca 
precisamente la protección judicial para que se evite un daño existente, 
o se impida uno ciertamente inminente o irreparable» ^̂  

16. El carácter sencillo y rápido del procedimiento. El artículo 
25.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos reconoce a toda 
persona el derecho a «un recurso sencillo y rápido», ante los jueces o tri­
bunales que la ampare contra los actos que violen sus derechos funda­
mentales. Las formas simples del procedimiento sumario satisfacen el re­
quisito de la sencillez y la noción de urgencia en el derecho procesal 
suple los elementos necesarios para satisfacer la rapidez requerida. Ese 
artículo también prevé otra hipótesis, la existencia de cualquier otro re­
curso efectivo que le permita alcanzar los mismos fines. 

Como la acción autónoma de amparo puede ser ejercida ente 
cualquier jurisdicción «de acuerdo con la afinidad que su competencia 
natural tengan los derechos que se pretendan vulnerados»", se debe de-

Citada por BREWER Carias, A., op. cit., p. 632. 
Citada por BREWER Carias, A., op. cit, p. 633. 
Supra, n.- 13. 
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terminar cuál es el tribunal a ser apoderado y el procedimiento a ser em­
pleado, de acuerdo a su competencia natural. Así, siempre será posible 
recurrir a las formas simples y rápidas del referimiento, una vez que rige 
para todas las materias, tal como lo dispone el artículo 111 de la Ley 834 
del año 1978. Las formas sencillas del procedimiento de hábeas corpus 
pueden ser empleadas en los casos en que proceda el apoderamiento de 
un juez de lo penal. 

17. Los poderes del juez del amparo. Al establecer el artículo 25 
de la Convención Americana de Derechos Humanos que el recurso ante 
los jueces y tribunales competentes amparará contra los actos de violen­
cia los derechos fundamentales y que la autoridad competente decidirá 
sobre los derechos de toda persona que interponga el recurso, resulta 
que el juez dispone de los más amplios poderes para ordenar medidas 
precautorias y disponer lo que estime procedente para hacer efectivo al 
amparo de los derechos fundamentales. Igualmente puede dictar órde­
nes o imponer prohibiciones a quien ha violado el derecho y a la vez dis­
poner el restablecimiento de la situación jurídica infringida, cuando fue­
re posible. 
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